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El 7 de julio de 1998 se promulgó la primera Ley de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo española, 
(Ley 23/98, BOE, nº. 162 del 08.07.98). Las pr imeras 
valoraciones globales son mayoritariamente positivas al ser 
un texto de compromiso surgido tras un largo proceso de 
negociación. A pesar de ello, está cargado de una buena 
dosis de retórica y reiteraciones, mientras se dejan en la 
indefinición cuestiones institucionales básicas. La Ley se 
estructura en seis capítulos: el pr imero establece su 
alcance y principios directores, los objetivos y las prio­
r idades; el segundo se refiere a la planificación y los 
diferentes instrumentos y modalidades; el tercero acomete 
la atribución de competencias; el cuar to se dedica a los 
recursos materiales; el quinto al personal; y el sexto a la 
Cooperación no gubernamental y al voluntariado.
Principios y Prioridades
El ar tículo primero contiene una definición amplia de la 
Cooperación Internacional para el Desarrollo a efectos de 
la aplicación de la ley y afirma que todas las acciones 
deberán cumplir los requisitos establecidos por el Comité 
de Ayuda al Desarrollo (CAD) para ser computadas 
como Ayuda Oficial para el Desarrollo (AOD).
Los principios recogidos en el ar tículo 2 y enunciados de 
forma sintética son:
­ Reconocimiento del ser humano como protagonista de 
la política de Cooperación.
­ Defensa y promoción de los Derechos Humanos, la 
paz, la democracia y la igualdad de sexos sin discri­
minación por raza o religión.
­ Promoción del Desarrollo humano sostenible con 
igualdad de género, aplicando el principio de corres­
ponsabilidad entre Estados y potenciando la coherencia 
de políticas.
­ Fomento de un crecimiento económico duradero y 
sostenible y acompañado de una redistribución equitativa.
­ Respeto de los compromisos adoptados en las 
organizaciones internacionales.
El ar tículo 3 enuncia el principio de unidad de acción 
exterior, aunque aplicado con respeto a las competencias 
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de las distintas administraciones públicas y enuncia cinco 
objetivos específicos de la política de cooperación:
­ Fomentar el crecimiento económico con un repar to 
equitativo de la riqueza favoreciendo la sostenibilidad, la 
mejora del nivel de vida de los más desfavorecidos, la 
par t ic ipación democrática y la protección de los 
Derechos Humanos.
­ Contribuir al equilibrio en las relaciones internacionales 
para promover un marco de estabilidad y seguridad 
garante de la paz.
­ Atender situaciones de emergencia.
­ Favorecer la interacción y consolidación de regímenes 
democráticos.
­ Impulsar las relaciones políticas, económicas y culturales.
Según el ar tículo 4 los principios y objetivos mencio­
nados informarán todas las políticas de la Administración 
del Estado dirigidas a los PVD, consagrando el principio 
de coherencia de políticas que postulan las nuevas estra­
tegias de Desarrollo.
 
En lo referente a las prioridades geográficas (ar t. 6), se 
mantienen las tradicionales (Iberoamérica, norte de África 
y Oriente Medio, así como otros países con vínculos 
históricos o culturales) aunque se añade una preferencia 
por los países de menor desarrollo económico y social. 
Dos opciones pueden ser difíciles de conjugar en la 
práctica. Entre las pr ior idades sector iales (ar t .7) se 
seleccionan: servicios sociales básicos, infraestructuras y 
desarrollo de la base productiva, protección de los 
Derechos Humanos, igualdad de géneros y defensa de los 
grupos más vulnerables, for talecimiento de las estructuras 
democráticas y de las instituciones de la sociedad civil, 
fomento de la cultura, defensa de la identidad local, acceso 
universal a los ser vicios culturales y desarrollo de la 
investigación científica y tecnológica.
Planificación e instrumentos
El ar tículo 8 instaura, con carácter preceptivo, la elabo ración 
de un plan director cuatrienal en el que se con cretarán las 
líneas generales, objetivos y pr ior idades, así como los 
recursos presupuestarios indicativos para su consecución. Al 
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plan se incorporarán, desar rol lándolo, documentos 
específicos para cada uno de los sectores, zonas geográficas 
y países seleccionados como prefe rentes. A su vez el plan 
director se concreta en planes anuales. 
El ar tículo 9 menciona cuatro instrumentos a través de 
los cuales se pone en marcha la política española de 
Cooperac ión : cooperac ión técn ica , cooperac ión 
económica y financiera, ayuda humanitaria, educación 
para el Desarrollo. Se hace escasa mención a la ayuda 
para programas, lo cual denota un excesivo apego al 
mecanismo del proyecto. Entre la ayuda humanitaria se 
mencionan las operaciones de paz, a pesar de que el 
CAD no reconoce los gastos como AOD. En la 
cooper ac ión mul t i l a ter a l  se  inc luyen , tanto las 
apor taciones destinadas a organismos interguber­
namentales, como a sus fondos autónomos. Para­
dójicamente , el pr incipio de colaboración con los 
objetivos de estos organismos y la apor tación a la 
construcción de la política de cooperación europea no 
aparece aquí sino entre las prioridades geográficas.
El estatuto competencial
El capítulo III está dividido en cuatro secciones: órganos 
rectores, Comunidades Autónomas, órganos consultivos 
y de coordinación y órganos de ejecución. Dentro de la 
primera se recoge la par ticipación del Congreso de los 
Diputados que deberá aprobar cada cuatro años el plan 
director cuatr ienal y debatirá anualmente la política 
planteada por el Gobierno. Asimismo, se constituirá una 
Comisión permanente de Cooperación encargada de 
recibir información periódica del Gobierno sobre el 
cumplimiento de los programas y su evaluación. Con ello, 
el legislativo, además de inser tarse en el proceso de la 
planificación estratégica, refuerza su función de control 
sobre la política gubernamental. El Gobierno es el que 
dirige la Política de Cooperación Internacional, pero el 
responsable de su dirección, ejecución y coordinación es 
el ministro de Asuntos Exteriores, encargado también de 
velar por la obser vancia del principio de unidad de 
acción en el exterior en el marco de sus competencias. 
Los demás Minister ios tienen la responsabilidad de 
ejecución en su ámbito competencial, con lo cual se 
mantiene una estructura desagregada aunque expre­
samente sometida a la coordinación a través de los 
órganos que establece la Ley.
El ar tículo 19 establece que la Secretaría de Estado para la 
Cooperación y para Iberoamérica (SECIPI) ejercerá, por 
delegación del ministro, la coordinación de la Política de 
Cooperación, aunque los instrumentos para hacer la 
efectiva no están claramente designados. también se hace 
cargo de: la administración de los recursos que le sean 
directamente atribuidos, asegurar la par ticipación española 
en los organismos internacionales y definir su postura en 
la política comunitaria de Desarrollo; asistir al ministro de 
Exteriores en la formulación y ejecución de la política de 
Cooperación y asumir la dirección, se guimiento y control 
de las actividades que se generan. Está encargada de 
formular la propuesta del Plan director anual, previo 
dictamen de los dos consejos consultivos, aunque después 
debe ser aprobado por la la Comisión Interministerial de 
Cooperación Internacional (CICI) y el Gobierno y 
posteriormente pasar a debate parlamentario.
El ar tículo 20 afirma que las actividades de las comunidades 
autónomas deberán inspirarse en los principios, objetivos y 
prioridades de la Ley, pero se ejercerán según el principio 
de autonomía presupuestaria y autorresponsabilidad, con 
respeto a las líneas directrices emanadas del Congreso a 
través del Plan plurianual.
La sección tercera acoge a los tres órganos consultivos y 
de coordinación: el Consejo de Cooperación al Desarrollo, 
la Comisión Inter territorial de Cooperación y CICI. El 
primero de ellos se define como órgano consultivo en el 
que par ticipará la Administración junto a una repre­
sentación social amplia cuya concreción queda para su 
posterior definición reglamentaria. Como funciones se le 
encomienda informar sobre la propuesta de Plan Anual y 
los resultados del Documento de Seguimiento respectivo, 
así como informar previamente los anteproyectos de ley y 
disposiciones generales en materias concernientes a la 
Cooperación para el Desarrollo, lo cual comunicará a la 
Comisión parlamentaria del Congreso. no menciona su 
capacidad de iniciativa, pero señala que será dotado de los 
recursos necesarios para cumplir sus objetivos, aunque la 
ley sólo le atribuye funciones.
El ar tículo 23 regula el Consejo Inter territorial, que tiene 
como función la coordinación, concer tación y colaboración 
entre todas las administraciones públicas que ejecuten AOD. 
Sus objetivos son: coherencia y complementariedad de 
todas las acciones de Cooperación para el Desarrollo, 
mejorar la eficacia y eficiencia de las acciones, con respecto 
a los respectivos ámbitos competenciales y a la par ti­
cipación de todas las administraciones en la planificación 
plurianual y anual. La composición y el funcionamiento se 
deja para un posterior desarrollo parlamentario.
De la CICI se dice que es un órgano de Coordinación 
técnica y que debe aprobar el plan director, el plan anual 
y conocer los documentos de seguimiento y evaluación. 
Esta precariedad en la definición de su composición, 
funciones y objetivos es una de las carencias más 
flagrantes, pues es un órgano fundamental de coordinación 
ministerial. En ella deberían fundirse las dos comisiones 
interministeriales actuales aunque persiste una indefinición, 
ya que posteriormente, el ar tículo 28 hace referencia a la 
creación de un nuevo órgano encargado de gestionar los 
créditos conce sionales destinados a la población más 
desfavorecida. La sección cuar ta establece como órganos 
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ejecut ivos  la  Agenc ia  Española  de Cooper ac ión 
Internacional (AECI) y las oficinas técnicas de Cooperación 
(OtC). La pr imera se mantiene como organismo 
autónomo adscrito a la SECIPI y se le atribuye la gestión 
de la Cooperación con carácter general, sin perjuicio de 
las competencias de otros Minister ios, dejando su 
regulación a un poster ior estatuto aprobado por el 
Gobierno de acuerdo con la legislación admi nistrativa. Las 
OtC quedan adscritas formalmente a las Embajadas y por 
tanto bajo la dirección del jefe de misión, aunque 
funcionalmente dependen de la AECI. Son las encargadas 
de coordinar todos los recur sos dest inados a la 
Cooper ac ión procedentes  de la  Admin i s t r ac ión , 
ejecutando los proyectos propios y colaborando con las 
otras administraciones.
Recursos materiales
El capítulo IV separa la Cooperación bilateral y la 
multi lateral . Dentro de esta última se incluyen las 
apor taciones a organismos financieros y no financieros, 
tanto las contribuciones como la cofinanciación. Las 
modalidades de Cooperación bilateral se recogen en el 
ar tículo 28, uno de los de más difícil interpretación. 
Según éste, la Cooperación bilateral se financia con 
cargo a dos fuentes: los recursos gestionados por el 
Ministerio de Asuntos Exteriores (MAE) y los gestionados 
por e l  Minister io de Economía y Hacienda. Los 
procedentes del MAE están vinculados a la ejecución de 
programas y proyectos de Desarrollo social básico y se 
instrumentan como:
­ Dotación para microcréditos y créditos rotatorios 
dirigidos a los grupos más vulnerables y a proyectos de 
desarrollo social básico.
­ Donaciones.
­ Instrumentos previstos en los apar tados a), c) y d) del 
ar t ícu lo 9 , es  dec i r, Cooperac ión técn ica , Ayuda 
Humanitaria y Educación para el Desarrollo,  lógicamente 
financiados por donaciones.
Por su par te el Ministerio de Economía gestionará los 
créditos concesionales en los términos internacionales 
vigentes en materia de crédito a la expor tación con 
apoyo ofic ia l , sa lvo cuando estos créditos estén 
“específicamente destinados a mejorar las condiciones 
de vida de los sectores más necesitados de la población” 
que se gestionarán de forma conjunta entre los dos 
Ministerios a través de un  órgano mixto. Con este 
s i s tema la  gest ión de los créd i tos segu irá t res 
procedimientos diferentes según de qué modalidad se 
trate, lo cual introduce mayor complejidad y dispersión 
en su gestión. De los recursos que ejecutan otros 
Ministerios nada se dice.
Personal
El capítulo V trata del per sonal a l  ser vic io de la 
Cooperación que podrá proceder de la función pública o 
bien tener estatuto laboral, tanto si realizan sus funciones 
en territorio nacional como en el exterior. Se autoriza 
también la contratación de per sonal no direct ivo 
originario de los países donde se realicen las actividades. 
En cualquier caso la ley recomienda la estabilidad.
Participación social
El último capítulo incluye tres secciones: la cooperación no 
gubernamental, el voluntariado y los cooperantes. La nueva 
norma exige que las OnG cuenten entre sus funciones 
expresas los objetivos de desarrollo para tener acceso a las 
subvenciones y será imprescindible demostrar el carácter 
no lucrativo y su inscripción en un registro, bien de la AECI, 
bien de las comunidades autónomas. El personal voluntario 
deberá contar siempre con un contrato no laboral 
mediante el cual se le asegure los recursos necesarios para 
sus necesidades, un seguro y la formación suficiente , 
remitiéndose en lo demás a la Ley del Voluntariado. Un 
escueto ar t ículo 38 establece un mandato para la 
regulación de un Estatuto del Cooperante, entendiendo 
por tal aquel que goce de una formación o titulación oficial 
junto a una probada experiencia.
En conclusión, la Ley resuelve problemas de base legal y 
obliga a un esfuerzo planificador e integrador de todas las 
acciones de cooperación. Sin embargo, deja la mayor par te 
de regulación institucional a los instrumentos regla­
mentar ios y mantiene la dispersión de la gestión. La 
confusión conceptual entre propósitos y principios o entre 
instrumentos, tipos de ayuda y vías de canalización denotan 
una falta de rigor lamentable en una norma que trata de 
ver tebrar, no solo la política de Cooperación, sino toda la 
acción exterior dirigida a los PVD a favor de su desarrollo.
LA 
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